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Uno de los principales principios generales
del Derecho es el de publicidad, a través de
cuyo ejercicio se permite a la ciudadanía con-
trolar la actividad jurisdiccional y juzgar la efi-
ciencia y eficacia de la misma. Ello lleva in-
trínseco un mecanismo de “presión social” para
con el juzgador, quien se ve obligado a velar
por la correcta aplicación del derecho, so pena
de sufrir el reproche del colectivo que lo ob-
serva. Con base en este postulado, esta sec-
ción pretende informar a la lectora y al lector
cómo los tribunales de justicia aplican el dere-
cho a través de sus respectivas resoluciones
judiciales, para que ella y él puedan juzgar la
legalidad o ilegalidad de estas. Esta sección
incluye, principalmente, tres rubros: justicia
constitucional, justicia ordinaria y trabajo le-
gislativo. En el primero, “Justicia constitucio-
nal”, se presentan extractos de resoluciones
relevantes, emitidas por la Sala de los Cons-
titucional de la Corte Suprema de Justicia,
en procesos de amparo, hábeas corpus y de
inconstitucionalidad, a través de los cuales se
descubre la forma de hacer justicia de este
tribunal con base en la Carta Magna. En el
segundo, “Justicia ordinaria”, se presentan
extractos de resoluciones relevantes emitidas
por los juzgadores ordinarios, como jueces
de paz, de primera instancia, de instrucción,
magistrados de cámaras, etc., que conozcan
sobre asuntos relacionados con las distintas
áreas del Derecho (civil, mercantil, laboral, ad-
ministrativo, penal, etc.), por medio de los cua-
les se conoce su manera de hacer justicia so-
bre asuntos a los cuales se aplica la ley secun-
daria. En el tercer apartado, “Trabajo legislati-
vo”, se informa sobre las propuestas, apro-
baciones, derogaciones o reformas de leyes,
las cuales constituyen la herramienta funda-
mental para la actividad del juzgador y que,
por tanto, es fundamental conocer.

Por tanto, se presenta a las lectoras y los
lectores un panorama selectivo de la ley y la
Constitución y su aplicación práctica, y se
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les invita a observar y a constituirse en los
principales jueces y juezas de quienes se en-
cargan de la administración de justicia. Por-
que es preciso que la ciudadanía se una al
esfuerzo de fortalecer un verdadero Estado so-
cial y democrático de Derecho en El Salvador.

TRABAJO LEGISLATIVO
Introducción

A continuación se presentan, por una par-
te, la “Ley Especial contra Actos de Terroris-
mo” y el “Proyecto de Ley contra el Crimen
Organizado y Delitos de Realización Com-
pleja”. La primera tiene vigencia en nuestro
país desde noviembre de dos mil seis, y, como
se deduce de su misma denominación y texto,
tiene como finalidad combatir la amenaza
terrorista y sus efectos en el ámbito nacional
e internacional. La segunda aún no tiene vi-
gencia, pues se encuentra en discusión en el
pleno legislativo y se espera que sea aprobada
en un corto plazo. Su finalidad es combatir
los delitos más graves que se cometan en te-
rritorio nacional o internacional y que revisten
las características del crimen organizado o que
son de realización compleja. A continuación
se presentan a la ciudadanía para que los
conozca, a fin de que pueda determinar su
alcance y la labor de los legisladores.

LEY ESPECIAL CONTRA ACTOS DE
TERRORISMO

Capítulo primero
Disposiciones generales

Objeto de la Ley

Art. 1. La presente Ley tiene como objeto
prevenir, investigar, sancionar y erradicar los
delitos que se describen en esta, así como
todas sus manifestaciones, incluido su finan-
ciamiento y actividades conexas, y que por
la forma de ejecución, medios y métodos em-
pleados, evidencien la intención de provocar
estados de alarma, temor o terror en la po-
blación, al poner en peligro inminente o afectar
la vida o la integridad física o mental de las
personas, bienes materiales de significativa con-

sideración o importancia, el sistema demo-
crático o la seguridad del Estado o la paz
internacional; todo lo anterior, con estricto
apego al respeto a los derechos humanos.

En ningún caso, los delitos comprendidos
en la presente Ley serán considerados políticos
o conexos con políticos ni como delitos fiscales.

Ámbito de aplicación

Art. 2. Esta Ley se aplicará a los hechos
punibles cometidos total o parcialmente en
el territorio de la República o en los lugares
sometidos a su jurisdicción. También se aplica-
rá a cualquier persona aún en lugar no so-
metido a la jurisdicción salvadoreña, por deli-
tos que afecten bienes jurídicos del Estado o
de los habitantes de la República de El Sal-
vador, o aquellos bienes jurídicos protegidos
internacionalmente por pactos específicos o
normas del derecho internacional.

Respeto a la soberanía nacional

Art. 3. La presente Ley se rige por el
absoluto respeto a los principios de indepen-
dencia y no intervención. Las acciones de
cooperación que se lleven a cabo, se realiza-
ran en el marco de dicho respeto.

No se afectan los mencionados principios,
cuando se realicen actividades policiales o de
cualquier otro tipo, siempre que previamente
hayan sido acordadas por las autoridades
competentes correspondientes.

Capítulo II
Definiciones

Art. 4. Para los efectos de la presente Ley,
se entenderá por:

a) Aeronave en vuelo: se considerará que
una aeronave se encuentra en vuelo desde el
momento en que se cierren todas las puertas
externas después del embarque hasta el
momento en que se abra cualquiera de dichas
puertas para el desembarque; en caso de ate-
rrizaje forzoso, se considerará que el vuelo
continúa hasta que las autoridades competen-
tes se hagan cargo de la aeronave y de las
personas y bienes a bordo;
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b) Aeronave en servicio: se considerará
que una aeronave se encuentra en servicio
desde que el personal de tierra o la tripulación
comienza las operaciones previas a un deter-
minado vuelo hasta veinticuatro horas después
de cualquier aterrizaje; el período en servicio
se prolongará en cualquier caso por todo el
tiempo que la aeronave se encuentre en vuelo
conforme al párrafo a) del artículo 2 del
Convenio para la Represión de Actos Ilícitos
contra la Seguridad de la Aviación Civil;

c) Armas químicas: por “armas químicas”
se entiende, conjunta o separadamente:

1) Sustancias químicas tóxicas o sus pre-
cursores, salvo cuando se destinen a fines no
prohibidos por la Convención sobre la Pro-
hibición del Desarrollo, la Producción, el Al-
macenamiento y el Empleo de Armas Quí-
micas y sobre su Destrucción, siempre que los
tipos y cantidades de que se trate sean com-
patibles con esos fines;

2) Las municiones o dispositivos destina-
dos de modo expreso a causar la muerte o
lesiones mediante las propiedades tóxicas de
las sustancias especificadas en el numeral 1
de este literal, que libere el empleo de esas
municiones o dispositivos;

3) Cualquier equipo destinado de modo
expreso a ser utilizado directamente en rela-
ción con el empleo de las municiones o dis-
positivos especificados en el numeral 2 de
este literal.

d) Artefacto explosivo: por artefacto ex-
plosivo u otro artefacto mortífero se entiende:

1) Un arma o artefacto explosivo o in-
cendiario que obedezca al propósito de causar
o pueda causar la muerte, graves lesiones
corporales o grandes daños materiales;

2) El arma o artefacto que obedezca al
propósito de causar o pueda causar la muerte
o graves lesiones corporales o grandes daños
materiales mediante la emisión, la propaga-
ción o el impacto de productos químicos tó-
xicos, agentes o toxinas de carácter biológi-
co o sustancias similares o radiaciones o ma-
terial radioactivo.

e) Armas de fuego: por armas de fuego
se entiende:

1) Cualquier arma que conste de por lo
menos un cañón por el cual una bala o pro-
yectil puede ser descargado por la acción de
un explosivo y que haya sido diseñada para
ello o pueda convertirse fácilmente para tal
efecto, excepto las armas antiguas fabricadas
antes del siglo XX o sus réplicas;

2) Cualquier otra arma o dispositivo des-
tructivo tal como bomba explosiva, incendiaria
o de gas, granada, cohete, lanzacohetes, misil,
sistema de misiles y minas.

f) Buque: es toda nave del tipo que sea,
no sujeta de manera permanente al fondo
marino, incluidos vehículos de sustentación
dinámica, sumergibles o cualquier otro arte-
facto flotante;

g) Explosivos: son los productos explo-
sivos comúnmente conocidos como explosivos
plásticos, incluidos los explosivos en forma
de lámina-flexible o elástica, descritos en el
anexo técnico I sobre la descripción de ex-
plosivos y agentes de detección, del Convenio
sobre la Marcación de Explosivos Plásticos
para los Fines de Detección;

h) Fuerzas militares: son las fuerzas ar-
madas de un Estado que estén organizadas,
entrenadas y equipadas con arreglo a la le-
gislación nacional primordialmente a los efec-
tos de la defensa y la seguridad nacionales y
las personas que actúen en apoyo de esas
fuerzas armadas que estén bajo su mando,
control y responsabilidad oficiales;

i) Fondos: se entenderán los bienes de
cualquier tipo, tangibles o intangibles, muebles
o inmuebles, con independencia de cómo se
hubieran obtenido, y los documentos o ins-
trumentos legales, sea cual fuere su forma,
incluida la forma electrónica o digital, que acre-
diten la propiedad u otros derechos sobre
dichos bienes, incluidos, sin que la enumera-
ción sea exhaustiva, créditos bancarios, che-
ques de viajero, cheques bancarios, giros,
acciones, títulos, obligaciones, letras de cam-
bio y cartas de crédito;
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j) Instalación pública o gubernamental:
es toda instalación o vehículo permanente o
provisional utilizado u ocupado por represen-
tantes de un Estado, miembros del Gobierno,
el Órgano Legislativo o el Judicial, funciona-
rios o empleados de una entidad estatal o ad-
ministrativa o funcionarios o empleados de una
organización intergubernamental a los efectos
del desempeño de sus funciones oficiales;

k) Instalación de infraestructura: es toda
instalación de propiedad pública o privada
que se utilice para prestar o distribuir servicios
al público, como los de abastecimiento de agua,
alcantarillado, energía, combustible o comu-
nicaciones;

l) Lugar de uso público: es todo edificio,
terreno, vía pública, curso de agua u otro em-
plazamiento que sea accesible o esté abierto
al público de manera permanente, periódica
u ocasional, e incluye todo lugar comercial, em-
presarial, cultural, histórico, educativo, reli-
gioso, gubernamental, de entretenimiento, re-
creativo o análogo que sea accesible en tales
condiciones o esté abierto al público;

m) Organizaciones terroristas: son aque-
llas agrupaciones provistas de cierta estructura
de la que nacen vínculos en alguna medida
estables o permanentes, con jerarquía y dis-
ciplina y con medios idóneos, pretenden la
utilización de métodos violentos o inhuma-
nos con la finalidad expresa de infundir terror,
inseguridad o alarma entre la población de
uno o varios países. Para los efectos de esta
Ley, se considerarán como tales las enmar-
cadas en los listados de las Naciones Unidas,
Organismos Internacionales de los cuales El
Salvador es parte, así como las establecidas
por acuerdos bilaterales;

n) Persona internacionalmente protegida:

1) Un jefe de Estado, incluso cada uno de
los miembros de un órgano colegiado cuando,
de conformidad con la constitución respectiva,
cumpla las funciones de jefe de Estado, un
jefe de gobierno o un ministro de relaciones
exteriores, siempre que tal persona se encuen-
tre en un estado extranjero, así como los miem-
bros de su familia que lo acompañen;

2) Cualquier representante o funcionario
de un Estado o cualquier funcionario u otro
agente de una organización interguberna-
mental que, en el momento y en el lugar en
que se cometa un delito contra él, sus locales
oficiales, su residencia particular o sus medios
de transporte, tenga derecho, conforme al
derecho internacional, a una protección es-
pecial contra todo atentado a su persona,
libertad o dignidad, así como los miembros
de su familia que formen parte de su casa;

ñ) Plataforma fija: es una isla artificial,
instalación o estructura sujeta de manera per-
manente al fondo marino con fines de explo-
ración o explotación de los recursos u otros
fines de índole económica;

o) Red de trasporte público: son todas
las instalaciones, vehículos e instrumentos de
propiedad pública o privada que se utilicen
en servicios públicos o para servicios públicos
a los efectos del transporte de personas o
mercancías;

p) Sustancia química toxica: es toda sus-
tancia química que, por su acción química
sobre los procesos vitales, pueda causar la
muerte, la incapacidad temporal o lesiones
permanentes a seres humanos o animales.
Quedan incluidas todas las sustancias químicas
de esa clase, cualquiera que sea su origen o
método de producción, ya sea que se pro-
duzcan en instalaciones, como municiones o
de otro modo.

Capítulo III
De los actos de terrorismo

Actos de terrorismo contra la vida, la
integridad personal o la libertad de perso-
nas internacionalmente protegidas y fun-
cionarios públicos.

Art. 5. El que ejecutare un acto contra la
vida, la integridad personal, la libertad o
seguridad de una persona internacionalmente
protegida, de los presidentes de los tres órga-
nos del Estado o quienes hagan sus veces y
de los demás funcionarios públicos o autori-
dades públicas; o contra sus familiares que
habiten en su casa, cuando dichos actos hu-
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bieren sido cometidos en razón de las fun-
ciones del cargo o actividades que esas perso-
nas ejercieren, será sancionado con prisión de
cuarenta a sesenta años.

Si la acción fuere dirigida a destruir o da-
ñar los bienes de las personas a que se refiere
el inciso anterior, será sancionado con prisión
de diez a quince años.

Ocupación armada de ciudades, poblados
y edificios

Art. 6. El que participare en forma indivi-
dual o colectiva en tomas u ocupaciones de
ciudades, poblados, edificios o instalaciones pri-
vadas, lugares de uso público, sedes diplomá-
ticas, o de lugares destinados a cualquier culto
religioso, sea total o parcialmente, empleando
para ello armas, explosivos u artículos similares,
afectando de esa manera el normal desarrollo
de las funciones u actividades de los habitantes,
personal o usuarios, será sancionado con prisión
de veinticinco a treinta años.

Adulteración de sustancias

Art. 7. El que adulterare medicinas, pro-
ductos alimenticios o sustancias de todo tipo,
destinados al consumo humano, con el fin
de causar la muerte o dañar la salud, será
sancionado con prisión de diez a quince años.

Si como consecuencia de los hechos men-
cionados en el inciso anterior, se ocasionaren
lesiones graves o la muerte de alguna perso-
na, la sanción será de treinta a cincuenta años
de prisión.

Apología e incitación pública de actos de
terrorismo

Art. 8. El que públicamente hiciere apo-
logía del terrorismo o incitare a otro u otros
a cometer cualquiera de los delitos previstos
en la presente Ley, será sancionado con pri-
sión de cinco a diez años.

Simulación de delitos

Art. 9. El que simulare la realización de
cualquiera de los delitos contemplados en la
presente Ley o cualquier tipo de prueba en

apoyo a tal simulación, será sancionado con
prisión de cinco a diez años.

Caso especial de fraude procesal

Art. 10. El que en el curso de un proceso
penal o inmediatamente antes de iniciarse una
investigación de alguna acción ilícita de las
contempladas en la presente Ley, alterare ar-
tificiosamente el estado de los lugares o la
posición o condición de las personas, cosas o
cadáveres, o suprimiere o alterare en todo o
en parte lo que acreditare la realidad o verdad
de lo que se pretendiere conocer, investigar
o probar, para inducir a error en una actua-
ción o decisión judicial, fiscal o policial, será
sancionado con prisión de diez a quince años.

Espionaje en actos de terrorismo

Art. 11. El que con el fin de llevar a cabo
actividades de terrorismo se pusiere al servicio
de una organización, facción nacional o
extranjera o de otra nación, o de sus agentes
para suministrarles informes sobre secretos
políticos, diplomáticos o militares del Estado
y se tratare de salvadoreño, o lo hubiere sido
y haya perdido tal calidad, será sancionado
con prisión de quince a veinticinco años. Si
el salvadoreño fuere empleado o funcionario
público, la sanción podrá aumentarse hasta
en una tercera parte del máximo señalado. Si
se tratare de extranjero, la sanción será de diez
a quince años de prisión.

Delito informático

Art. 12. Será sancionado con pena de
prisión de diez a quince años, el que para
facilitar la comisión de cualquiera de los delitos
previstos en esta Ley:

a) Utilizare equipos, medios, programas,
redes informáticas o cualquier otra aplicación
informática para interceptar, interferir, desviar,
alterar, dañar, inutilizar o destruir datos, infor-
mación, documentos electrónicos, soportes
informáticos, programas o sistemas de infor-
mación y de comunicaciones o telemáticos, de
servicios públicos, sociales, administrativos, de
emergencia o de seguridad nacional, de enti-
dades nacionales, internacionales o de otro país;
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b) Creare, distribuyere, comerciare o tu-
viere en su poder programas capaces de pro-
ducir los efectos a que se refiere el literal a,
de este artículo.

Organizaciones terroristas

Art. 13. Los que formaren parte de orga-
nizaciones terroristas, con el fin de realizar
cualquiera de los delitos contemplados en la
presente Ley, serán sancionados con prisión
de ocho a doce años. Los organizadores, jefes,
dirigentes o cabecillas, serán sancionados con
prisión de diez a quince años.

Actividades delictivas relacionadas con
armas, artefactos o sustancias explosivas,
agentes químicos o biológicos, armas de
destrucción masiva, o articulos similares

Art. 14. El que sin autorización legal y
con el fin de realizar cualquiera de los delitos
contemplados en la presente Ley, fabricare,
facilitare, vendiere, transportare, exportare,
introdujere en el país o tuviere en su poder,
en cualquier forma o lugar, armas, municiones
o materias, sustancias o instrumentos inflama-
bles, asfixiantes, tóxicos, explosivos plásticos
o de cualquier otra clase o naturaleza o agen-
tes químicos o biológicos, o cualquier otro ele-
mento de cuya investigación, diseño o com-
binación puedan derivarse productos de la
naturaleza descrita, o cualquier otra sustan-
cia similar o artefacto explosivo o mortífero,
como también artificios para activar lo ante-
rior, sean estos visibles u ocultos, será sancio-
nado con prisión de diez a quince años.

Actos terroristas cometidos con armas,
artefactos o sustancias explosivas, agentes
químicos, biológicos o radiológicos, armas
de destrucción masiva o artículos similares

Art. 15. El que utilizare, activare o deto-
nare, un arma, artefacto o sustancia inflama-
ble, asfixiante, tóxica o explosiva, arma de
destrucción masiva, agentes químicos, bioló-
gicos o radiológicos o artículos similares, en
un lugar público, una instalación pública, gu-
bernamental, militar o policial, provocando
la muerte o lesiones físicas o psicológicas de

una o más personas, será sancionado con pri-
sión de cuarenta a sesenta años.

En la misma pena incurrirá el que indivi-
dual o colectivamente participare en ataques
armados a guarniciones u otras instalaciones
militares o policiales.

Si a consecuencia de las conductas estable-
cidas en los incisos anteriores, se ocasionaren
únicamente daños materiales, se impondrá
la pena de prisión de diez a quince años.

Toma de rehenes

Art. 16. El que privare de libertad a otra
persona, la retuviere y amenazare con ocasio-
narle la muerte, lesionarla, mantenerla dete-
nida o cometerle cualquier otro delito, con el
fin de obligar a un Estado, organización inter-
nacional intergubernamental, persona natural
o jurídica o un grupo de personas, a una acción
u omisión como condición explícita o im-
plícita para la liberación del rehén, dentro
del ámbito de aplicación de la presente ley
será sancionado con prisión de treinta y cinco
a cuarenta y cinco años de prisión.

Si como consecuencia de los hechos des-
critos en el inciso anterior, se produjere la
muerte o lesiones graves de una o más per-
sonas o se lograre la condición exigida para
la liberación del rehén, será sancionado con
prisión de cincuenta y cinco a sesenta y cinco
años de prisión.

Delitos contra la seguridad portuaria, marí-
tima, fluvial y lacustre

Art. 17. Será sancionado con prisión de
quince a veinte años, el que realizare cualquie-
ra de las acciones siguientes:

a) Destruyere o causare daños en las ins-
talaciones y servicios de navegación marítima
o entorpeciere gravemente su funcionamien-
to, si cualquiera de tales actos pone en peligro
la navegación segura de un buque;

b) Dañare total o parcialmente las instala-
ciones portuarias, sean estas públicas o privadas;

c) Se apoderare o ejerciere control de
puerto mediante violencia, o cualquier forma
de intimidación;
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d) Destruyere parcial o totalmente las insta-
laciones de comunicaciones o de detección
electromagnética, ayudas y servicios a la nave-
gación.

Apoderamiento, desvío o utilización de buque

Art. 18. Será sancionado con prisión de
quince a veinte años, el que realizare cual-
quiera de las acciones siguientes:

a) Se apoderare de un buque o ejerciere
el control del mismo mediante violencia, o
cualquiera otra forma de intimidación;

b) Realizare algún acto de violencia contra
una persona que se halle a bordo de un bu-
que, si dicho acto puede poner en peligro la
navegación segura de ese buque;

c) Que mediante violencia desviare un
buque a un lugar diferente al destino especi-
ficado en su plan de navegación;

d) Se apoderare de un buque y lo utilizare
como medio de ataque en una acción terrorista;

f) Destruyere o causare daño a un buque
o a su carga.

Si como consecuencia de los hechos des-
critos en el inciso anterior, se produjere la
muerte o lesiones graves de una o más per-
sonas, la sanción será de cincuenta y cinco a
sesenta y cinco años de prisión.

Actos contra la seguridad de la aviación
civil y aeropuertos

Art. 19. Será sancionado con prisión de
quince a veinte años, el que pusiere en peligro
la seguridad de aeropuertos o aeronaves me-
diante la realización de cualquiera de las accio-
nes siguientes:

a) Ejecutare un acto de violencia o de inti-
midación contra una persona;

b) Destruyere o causare daños de consi-
deración en las instalaciones de un aeropuerto
o en una aeronave que no esté en servicio y
esté situada en el aeropuerto, o perturbare de
cualquier manera los servicios que allí se prestan;

c) Realizare contra una persona a bordo
de una aeronave en vuelo actos de violencia
o de intimidación;

d) Destruyere o dañare las instalaciones o
servicios de la navegación aérea o perturbare
su funcionamiento, si tales actos, por su natu-
raleza, constituyen un peligro para la seguri-
dad de las aeronaves en vuelo;

Si como consecuencia de los hechos des-
critos en el inciso anterior se produjere la
muerte o lesiones graves de una o más per-
sonas, la sanción será de cincuenta y cinco a
sesenta y cinco años de prisión.

Apoderamiento, desvío o utilización de
aeronave

Art. 20. Será sancionado con prisión de
quince a veinte años, el que realizare cual-
quiera de las acciones siguientes:

a) Se apoderare de una aeronave o ejer-
ciere el control de la misma mediante violen-
cia, o cualquier otra forma de intimidación;

b) Realizare algún acto de violencia contra
una persona que se halle a bordo de una
aeronave, si dicho acto puede poner en peli-
gro la navegación segura en esa;

c) El que mediante violencia desviare una
aeronave a un lugar diferente al destino espe-
cificado en su plan de vuelo;

d) Se apoderare de una aeronave y la
utilizare como medio de ataque en una acción
terrorista;

Si como consecuencia de los hechos
descritos en el inciso anterior se produjere la
muerte o lesiones graves de una o más per-
sonas, la sanción será de cincuenta y cinco a
sesenta y cinco años de prisión.

Atentado o derribamiento de aeronave

Art. 21. El que atentare o derribare por
cualquier medio una aeronave tripulada en
vuelo, será sancionado con prisión de quince
a veinte años.
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Si como consecuencia de los hechos des-
critos en el inciso anterior, se produjere la
muerte o lesiones graves de una o más per-
sonas, la sanción será de cincuenta y cinco a
sesenta y cinco años de prisión.

Interferencia a miembros de tripulación
aérea

Art. 22. Cualquier persona que a bordo
de una aeronave de cualquier nacionalidad o
matrÍcula interfiriere con el trabajo de algún
miembro de la tripulación o disminuyere la
capacidad de estos para desarrollar sus fun-
ciones siempre y cuando dicha interferencia
pusiere en peligro la seguridad del vuelo con
el ánimo de cometer o facilitar cualquiera de
los delitos contemplados dentro del ámbito
de aplicación de la presente Ley, será san-
cionado con prisión de quince a veinte años.

Arma, artefacto o sustancia explosiva, de
destrucción masiva u otro similar mortífero
a bordo de buque o aeronave

Art. 23. El que llevare de manera oculta
en su persona o en sus efectos personales
cualquier instrumento que pueda ser consi-
derado como arma, artefacto explosivo, arma
de destrucción masiva, sustancias explosivas
u otro similar mortífero y que pueda tener
acceso al uso del mismo mientras se encuen-
tre abordo de un buque o aeronave, de
cualquier matrícula, con la finalidad de atentar
contra la seguridad de la navegación o vuelo,
o con el ánimo de cometer o facilitar cualquie-
ra de los delitos contemplados dentro del ám-
bito de aplicación de la presente Ley, será san-
cionado con prisión de veinte a treinta años.

Otros actos que atentan contra la seguridad
aérea y marítima

Art. 24. Será sancionado con prisión de
quince a veinte años, el que realizare cual-
quiera de las conductas siguientes:

a) El que utilizare buque o aeronave artilla-
da o no, con el fin de cometer actos de
violencia o amenaza de violencia o cualquier
otra forma de intimidación y hostilidad contra
otro buque o aeronave con el propósito de:

1) Apoderarse de buque o aeronave, o de
los bienes, o de lo que perteneciere a su
equipo, carga o equipaje de a bordo;

2) Dañar o destruir buque o aeronave, des-
viado de su ruta, o impedir su circulación o
actividades normales;

b) Utilizare buque o aeronave para atacar,
en cualquier forma, objetivos terrestres, aéreos
o marítimos;

c) Colocare o hiciere colocar en buque o
aeronave, por cualquier medio, artefacto o
sustancia capaz de destruir buque o aeronave
o de causarle daños que la inutilicen o que,
por su naturaleza, constituyan un peligro para
su seguridad;

d) Portare armas, penetrare en el territorio
marítimo o aéreo, en buques o aeronaves no
artilladas, con el fin de realizar cualquiera de
los actos descritos en el presente artículo.

Sanción especial para actos de colaboración

Art. 25. El que voluntariamente entregare
o tripulare un buque o aeronave con el pro-
pósito de que sea utilizada para la realización
de los delitos que se establecen en la presente
Ley, será sancionado con prisión de quince a
veinte años.

Actos contra la seguridad de las plata-
formas fijas emplazadas en la plataforma
continental o insular

Art. 26. Será sancionado con prisión de
quince a veinte años, el que realizare cualquie-
ra de las acciones siguientes:

a) Se apoderare de una plataforma fija o
ejerciere el control de la misma, mediante
cualquier forma de intimidación o violencia;

b) Ejerciere cualquier forma de intimida-
ción o violencia contra una o varias personas
que se hallen a bordo de una plataforma fija,
si dicho acto puede poner en peligro la se-
guridad de esta;

c) Colocare o hiciere colocar en una plata-
forma fija, por cualquier medio, un artefacto
o una sustancia que pueda destruirla o poner
en peligro su seguridad.
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Si como consecuencia de los actos ante-
riormente descritos, se ocasionaren lesiones
graves o la muerte de cualquier persona, la
sanción será de cuarenta y cinco a sesenta y
cinco años de prisión.

Caso especial de amenazas

Art. 27. El que por cualquier medio efec-
tuare amenazas de realizar alguno de los de-
litos contemplados en la presente Ley, será
sancionado con prisión de diez a quince años.

En igual sanción incurrirá el que amena-
zare o de cualquier forma intimidare a una
persona para evitar la denuncia, declaración,
investigación, promoción, o el ejercicio de la
acción penal o juzgamiento de los hechos
punibles descritos en esta Ley.

La sanción se agravará hasta en una ter-
cera parte del máximo señalado, si la víctima
de las conductas descritas en el inciso anterior
fuere funcionario o empleado público, auto-
ridad pública o agente de autoridad.

Actos de corrupción

Art. 28. El que directamente o por inter-
pósita persona influyere en un funcionario o
empleado público, autoridad pública o agente
de autoridad, para obtener licencias, permisos
o gestiones administrativas que faciliten la co-
misión de los delitos a que se refiere la pre-
sente Ley, será sancionado con prisión de
diez a quince años.

Si los hechos descritos en el inciso anterior
fueren cometidos por funcionario, empleado
público, autoridad pública o agente de auto-
ridad la sanción podrá aumentarse hasta en
una tercera parte de su máximo.

Financiación de actos de terrorismo

Art. 29. El que por cualquier medio, direc-
ta o indirectamente, proporcionare, recolec-
tare, transportare, proveyere o tuviere en su
poder fondos o tratare de proporcionarlos o
recolectarlos, dispensare o tratare de dis-
pensar servicios financieros u otros servicios
con la intención de que se utilicen, total o
parcialmente, para cometer cualquiera de las

conductas delictivas comprendidas en la pre-
sente Ley, será sancionado con prisión de
veinte a treinta años, y multa de cien mil a
quinientos mil dólares.

En igual sanción incurrirá el que, directa
o indirectamente, pusiere fondos, recursos
financieros o materiales o servicios financieros
o conexos de cualquier otra índole, a dispo-
sición de persona o en entidad que los destine
a la comisión de alguno de los delitos previs-
tos en esta Ley.

Encubrimiento

Art. 30. Para los efectos de la presente
Ley, constituye delito de encubrimiento, el
que cometiere cualquiera de las conductas si-
guientes:

a) Ayudare a eludir las investigaciones de
la autoridad o a sustraerse de la acción de Esta;

b) Procurare o ayudare a alguien a obtener
la desaparición, ocultamiento o alteración de
los rastros, pruebas o instrumentos del delito
o asegurare el producto o el aprovechamiento
del mismo; y

c) Adquiriere, recibiere u ocultare dinero,
cosas, o efectos provenientes del delito o in-
terviniere en su adquisición, recepción u ocul-
tamiento.

En estos casos, se impondrá la pena de
prisión de quince a veinte años. Esta disposi-
ción se aplicará a cualquier persona, indepen-
dientemente de su relación familiar o afectiva
con la persona que se pretenda encubrir o be-
neficiar con las conductas descritas en este artículo.

Actos preparatorios, proposición y conspi-
ración

Art. 31. Los actos preparatorios, la propo-
sición y la conspiración para cometer cual-
quiera de los delitos contemplados en la
presente Ley, serán sancionados con prisión
de diez a quince años.

Tentativa de delito

Art. 32. La pena para la tentativa de los
delitos contemplados en la presente Ley se
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fijará entre las tres cuartas partes del mínimo
y las tres cuartas partes del máximo de la
pena señalada al delito correspondiente.

Complicidad para cometer delitos

Art. 33. La pena del cómplice en el caso
del numeral 1) del Art. 36 del Código Penal,
se fijará entre las tres cuartas partes del
mínimo y las tres cuartas partes del máximo;
y en el caso del numeral 2) del mismo ar-
ticulo, se fijará entre el mínimo legal que co-
rresponde al delito y las dos terceras partes
del máximo de la misma pena.

Agravantes especiales

Art. 34. La pena de los delitos contem-
plados en la presente Ley se aumentará hasta
en una tercera parte del máximo señalado,
cuando concurra cualquiera de las circunstancias
siguientes, siempre y cuando estas condicio-
nes no formen parte de los delitos tipo:

a) Cuando fueren realizados por dos o
más personas;

b) Cuando el autor, coautor o cómplice
perteneciere a una organización terrorista
internacional de las enmarcadas en los listados
de las Naciones Unidas, organismos interna-
cionales de los cuales El Salvador es parte, así
como las establecidas por acuerdos bilaterales;

c) Cuando se atentare contra bienes de
uso público;

d) Cuando se utilizaren armas de des-
trucción masiva;

e) Cuando para la comisión de los delitos
o entre las víctimas se encontraren menores
de edad, personas con limitaciones especiales,
mujeres embarazadas o adultos mayores;

f) Cuando tuvieren por objeto incidir en
decisiones gubernamentales;

g) Cuando afectaren servicios públicos o
el tráfico normal de las principales vías de
acceso en todo el territorio nacional, o en
edificaciones gubernamentales;

h) Cuando se ejerciere violencia física, sico-
lógica o sexual sobre las víctimas;

i) Cuando la conducta se realizare por un
funcionario o empleado público, autoridad pú-
blica o agente de autoridad en abuso de sus
competencias o prevaleciéndose de su condición;

j) Cuando se causare la muerte o lesiones
en las personas o se pusiere en peligro grave
la vida o integridad física de las misma.

Capítulo IV
Medidas cautelares y comiso

Decomiso y comiso

Art. 35. El tribunal competente, por
resolución fundada, ordenará el decomiso de
los fondos y activos utilizados o que se haya
tenido la intención de utilizar para cometer
cualquiera de los delitos previstos en la pre-
sente Ley; asimismo, ordenará el decomiso
de los bienes que sean objeto del delito o el
producto o los efectos del mismo. En la
resolución que ordena el decomiso se desig-
narán los bienes de que se trate, con todos
los detalles necesarios, para poder identifi-
carlos y localizarlos.

Cuando no sea posible identificar o lo-
calizar los bienes por decomisar, se podrá
ordenar el decomiso de su valor equivalente,
previo valúo correspondiente.

Cuando los bienes, objetos o vehículos em-
pleados en la ejecución de los delitos esta-
blecidos en esta Ley no fueren propiedad de
los implicados, serán devueltos a su legítimo
propietario, cuando no le resultare respon-
sabilidad. El decomiso también podrá ser
ordenado por la Fiscalía General de la Re-
pública y ratificado por el Tribunal que co-
nozca del proceso dentro de las cuarenta y
ocho horas siguientes.

El Tribunal competente, en la sentencia
definitiva, declarará el comiso, según corres-
ponda a favor del Estado y el producto de su
liquidación se destinará al Fondo General de
la Nación.

En caso de decomiso de bienes o valores
que están sujetos a gravamen constituido líci-
tamente, dicho gravamen continuará sus efec-
tos en beneficio de terceros de buena fe.
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Nulidad de instrumentos

Art. 36. Será nulo todo instrumento y su
correspondiente inscripción registral otorgado
a título gratuito u oneroso, entre vivos o por
causa de muerte, cuyo fin sea colocar bienes
fuera del alcance de las medidas de comiso o
decomiso dispuestas en la presente Ley, sin
perjuicio de respetar los derechos de terceros
de buena fe.

El Tribunal competente efectuará la debida
notificación a fin que en el plazo de 30 días
hábiles, se presenten a hacer valer sus dere-
chos quienes puedan alegar interés legítimo
sobre los bienes, productos o instrumentos.

El Tribunal competente dispondrá devolver
al reclamante los bienes, productos o instru-
mentos cuando se haya acreditado y conclui-
do que:

a) El reclamante tiene el legítimo derecho
respecto de los bienes, productos o instru-
mentos; sin poder imputársele ningún tipo
de participación, colusión o implicancia con
respecto a delitos previstos en esta Ley, obje-
to del proceso; y

b) El reclamante hizo todo lo razonable
para impedir el uso ilegal de los bienes, pro-
ductos o instrumentos.

En caso de anulación de un contrato a
título oneroso, el precio sólo será restituido
al comprador cuando se establezca que este
efectivamente lo ha pagado; para tales efec-
tos, el juez competente podrá inferir de las
circunstancias objetivas del caso, que el com-
prador no ha pagado efectivamente el precio
del contrato, tomando en consideración cir-
cunstancias tales como:

a) Capacidad o solvencia económica del
comprador;

b) Ausencia de financiamiento, tanto local
como internacional, para la adquisición del
bien;

c) Ausencia de liquidez en el sistema finan-
ciero; y

d) Ausencia de negocios o empleos que
justifiquen la procedencia de los fondos.

Estas circunstancias no son taxativas; el
juez podrá tomar en cuenta cualquier otra,
aplicando las reglas de la sana crítica.

Congelamiento de fondos

Art. 37. El juez competente o la Fiscalía
General de la República, en casos de urgente
necesidad, podrán ordenar la inmovilización
de las cuentas bancarias de los imputados,
así como de los fondos, derechos y bienes
objeto de la investigación, en los delitos a
que se refiere esta ley; asimismo, podrá orde-
nar el congelamiento de capitales fondos,
transacciones financieras y otros activos de
personas y organizaciones establecidas previa-
mente por el Consejo de Seguridad de las
Naciones Unidas, actuando en virtud de lo
dispuesto en el Capítulo VII de la Carta de la
Organización de las Naciones Unidas.

En los casos en que la Fiscalía General
de la República ordene dicha inmovilización,
se deberá dar cuenta al juez competente
dentro del plazo de quince días hábiles, quien
en resolución motivada decidirá sobre la pro-
cedencia o no de dicha medida dentro del
término de diez días hábiles. La institución
responsable deberá mantener la inmovili-
zación, hasta que el juez ordene lo contrario.

Para los efectos de congelamiento de
bienes, la institución financiera informará sin
dilación alguna a la Fiscalía General de la
República, sobre la existencia de bienes o
servicios vinculados a personas incluidas en
las listas de organizaciones terroristas, in-
dividuos o entidades asociadas o que perte-
necen a las mismas, elaboradas por el Conse-
jo de Seguridad de la Organización de las
Naciones Unidas, o por cualquiera otra or-
ganización internacional de la cual el país
sea miembro.

El Ministerio de Relaciones Exteriores
deberá informar directamente y sin dilación
alguna a la Fiscalía General de la República,
sobre las resoluciones que emita el Consejo
de Seguridad de la Organización de las Nacio-
nes Unidas referentes a las listas mencionadas
en el inciso anterior, y la Fiscalía General de
la República será el organismo responsable
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de remitir dichas listas a los organismos y
sujetos obligados por esta Ley.

Las instituciones financieras también infor-
marán de la existencia de bienes o servicios
vinculados a una persona que haya sido in-
cluida en la lista de individuos o entidades
asociadas o que pertenecen a organizaciones
terroristas, elaborada por una autoridad nacio-
nal o extranjera, o quien haya sido sometido
a proceso o condena por cometer actos de
terrorismo. Para tales efectos, la Fiscalía Ge-
neral de la República deberá informar previa-
mente sobre la designación o inclusión de
dichas personas.

Las instituciones financieras, al detectar
cualquiera de las circunstancias mencionadas
en el inciso anterior y luego de informar a la
Fiscalía General de la República, no realizarán
operaciones que involucren los bienes y los
servicios hasta recibir instrucciones de dicha
autoridad; tales instrucciones no podrán
exceder de tres días hábiles.

En el plazo mencionado en el inciso an-
terior, la Fiscalía General de la República
tomará las medidas necesarias para bloquear
inmediatamente los bienes o servicios de las
personas mencionadas en el respectivo in-
forme y dictará instrucciones para retener o,
en su caso, permitir el flujo de los bienes o
servicios de dichas personas.

Las instituciones financieras prestarán es-
pecial y permanente atención a la detección
de bienes y servicios y transacciones de las
personas incluidas en las listas mencionadas en
los incisos precedentes e informarán sobre ello
a la Fiscalía General de la República, de acuerdo
a los procedimientos establecidos en esta Ley.

Las medidas anteriores se aplicarán, sin
perjuicio del derecho de la persona incluida
en la lista a solicitar su exclusión de la misma,
de acuerdo a los procedimientos legales co-
rrespondientes.

Cualquier persona con un interés legítimo
sobre bienes retenidos o inmovilizados confor-
me a lo preceptuado en este artículo, podrá
solicitar al tribunal competente que disponga
la liberación de los mismos, si acredita que

no tiene relación alguna con la o las personas
referidas en el presente artículo.

Incautación de bienes, productos o instru-
mentos por delitos cometidos en el exterior

Art. 38. La Fiscalía General de la Repú-
blica, en casos de urgente necesidad, o el
tribunal competente podrán ordenar la incau-
tación o embargo preventivo de bienes, pro-
ductos o instrumentos situados en su juris-
dicción territorial, que estén relacionados con
cualquiera de los delitos previstos en la pre-
sente Ley, aún en los casos de actos de te-
rrorismo cometidos en el extranjero.

La autoridad judicial competente podrá
declarar el comiso de bienes, productos o
instrumentos que se encuentren en las circuns-
tancias descritas en el párrafo anterior. Asi-
mismo, a petición de la Fiscalía General de
la República, podrá requerir a las autoridades
competentes de otros países la adopción de
medidas encaminadas a la identificación, lo-
calización y el embargo preventivo o la
incautación del producto del delito, los bienes,
el equipo u otros instrumentos relacionados
con las actividades delictivas previstas en la
presente Ley, con miras a su eventual comiso.

Impugnación de medidas administrativas de
congelamiento de fondos

Art. 39. Toda persona o entidad cuyos
fondos hayan sido congelados conforme a lo
dispuesto en la presente Ley y que crea haber
sido incluida por error en las listas de orga-
nizaciones terroristas, individuos o entidades
asociadas o que pertenecen a las mismas,
elaboradas por el Consejo de Seguridad de
la Organización de las Naciones Unidas, o
por cualquiera otra organización internacional
de la cual el país sea miembro, podrá pro-
curar su exclusión presentando una solicitud
a tales efectos a la autoridad judicial com-
petente. Deberá indicar en la misma todos
los elementos que puedan probar el error.

Cuando sea procedente, podrá ordenarse
el levantamiento o cese de medidas caute-
lares, a petición de la Fiscalía General de la
República o del propietario.
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Capítulo V
Disposiciones penales y procesales
especiales

Inhabilitación de funciones

Art. 40. En los casos de personas que
tengan la responsabilidad para realizar alguna
actividad relacionada con armas, artefactos
explosivos, armas de destrucción masiva, sus-
tancias explosivas, municiones o similares, y
cualquiera de las otras mencionadas en la
presente Ley, y que hubieren resultado res-
ponsables de los delitos previstos en la misma;
además de la pena principal impuesta, serán
inhabilitados para el ejercicio de sus funciones
en cargos de similar responsabilidad por el
doble del tiempo que dure la condena.

Régimen para personas jurídicas

Art. 41. Cuando se comprobare que indi-
viduos que integran los órganos de admi-
nistración o dirección de una persona jurídica
o entidad privada, permitieren, colaboraren,
apoyaren, o participaren en nombre o repre-
sentación de las mismas, en la comisión de
alguno de los delitos previstos en la presente
Ley; se ordenará por el juez que conozca del
caso, cualquiera de las sanciones o medidas
siguientes contra la persona jurídica o entidad
privada de que se trate:

a) La imposición de multa de cincuenta
mil a quinientos mil dólares;

b) La disolución de la persona jurídica o
entidad privada respectiva, librando oficio a
la autoridad competente para que proceda.

La resolución o decisión firme deberá ser
publicada en cualquier medio de comuni-
cación.

Régimen de las pruebas

Art. 42. Se tendrán como medios de prue-
ba, además de los contemplados en el Código
Procesal Penal, los siguientes:

a) La información contenida en filma-
ciones, grabaciones, fotocopias, videocintas,

discos compactos, digitales y otros dispositivos
de almacenamiento, telefax, comunicaciones
escritas, telegráficas y electrónicas, en los
términos a que se refiere el Art. 302, inciso
segundo del Código Penal, cuando se tratare
de los delitos previstos por esta Ley;

b) Las actas de incautación, inspección y
de destrucción u otros procedimientos simi-
lares; y,

c) Las pruebas provenientes del extranjero.
En cuanto a la formalidad de su recepción,
se regirán por la Ley del lugar donde se ob-
tengan; y en cuanto a su valoración, se regirá
conforme a las normas del Código Procesal
Penal, esta Ley y por lo dispuesto en los
tratados internacionales, convenios o acuerdos
internacionales ratificados por El Salvador.

Facultad de retener mercancías

Art. 43. En el caso de detectarse el in-
greso al país, de armas mencionadas en la
presente ley, sin autorización legal y con el
fin de realizar cualquiera de los delitos con-
templados en la misma, la autoridad compe-
tente deberá retener las mismas e informará
a la Fiscalía General de la República, en un
plazo no mayor de ocho horas, por cualquier
medio fidedigno de comunicación.

Obligación de informar

Art. 44. Toda persona natural o jurídica
está obligada a informar a la Fiscalía General
de la República o a la Policía Nacional Civil
acerca de la introducción al territorio nacional
o existencia de armas de las mencionadas en
la presente Ley, que puedan suponer una
amenaza grave a la salud y la seguridad del
país.

Las autoridades aduaneras deberán infor-
mar inmediatamente a la Secretaría Perma-
nente del Consejo de Seguridad Nacional, de
las mercancías que por sus características y
cantidades sean susceptibles de ser utilizadas
para el cometimiento de actos de terrorismo
o causar posibles riesgos en las personas o
sus bienes.
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Declaración del agente encubierto, víctima
o testigo

Art. 45. Será admisible como prueba la
declaración del agente encubierto, víctima o
testigo efectuada a través de medios electró-
nicos que permitan el interrogatorio en
tiempo real y con distorsión de voz e imagen
cuando por razones justificadas no estuvieren
disponibles para realizarla en persona ante
la autoridad competente. Esta medida será
ordenada por el juez, a petición de cualquiera
de las partes.

Facultad de interceptar medios de trans-
porte

Art. 46. La Policía Nacional Civil, y la
Fuerza Armada tendrán la facultad de inter-
ceptar cualquier tipo de medio de transporte
aéreo, naval o terrestre, cuando exista sos-
pecha que tales medios han sido o sean
utilizados para el cometimiento de los delitos
a los que se refiere la presente Ley. Esta fa-
cultad, sin perjuicio de cualquier otra conte-
nida en tratados internacionales y otras leyes
de la República.

Extradición, cumplimiento de sentencias en
el extranjero, asistencia judicial o policial

Art. 47. En lo que respecta al trámite de
extradición, cumplimiento de sentencias en
el extranjero, asistencia judicial o policial, se
aplicará lo establecido en los tratados inter-
nacionales, convenios y acuerdos multilate-
rales, regionales, subregionales y bilaterales
en los que la República de El Salvador es
estado parte; en los principios del derecho
internacional, así como en la legislación
interna que regule al respecto.

Capítulo VI
Prevención de actos de terrorismo

Medidas preventivas contra los actos de
terrorismo

Art. 48. Todas las secretarías de Estado e
instituciones públicas estarán obligadas a
diseñar y ejecutar dentro de su competencia,
los planes y programas operativos que fueren

necesarios para prevenir los actos de terro-
rismo en todas sus manifestaciones, incluido
su financiación y actividades conexas.

Intercambio de información

Art. 49. En cumplimiento del Tratado
Marco de Seguridad Democrática en Centro
América, o cualquier otro convenio interna-
cional ratificado por El Salvador, todas las
instituciones del Estado deberán brindar infor-
mación sobre acciones o movimientos de
personas o redes terroristas; sobre documen-
tos duplicados o falsificados; sobre proce-
dimientos empleados para combatir los delitos
contemplados en la presente Ley, incluido
su financiación y actividades conexas, a las
instituciones encargadas de su aplicación.

Este intercambio informativo no se realiza-
rá cuando, a juicio prudencial de las institucio-
nes encargadas de la investigación de hechos
delictivos de los previstos por esta Ley, lo
consideren perjudicial para el desempeño de
sus funciones investigativas y la efectividad de
las mismas.

Capítulo VII
Disposiciones finales

Competencia

Art. 50. Los delitos contemplados en la
presente Ley son de competencia de los tribu-
nales y jueces en materia penal de la Repú-
blica.

Los delitos contemplados en la presente
Ley, estarán excluidos del conocimiento del
tribunal del jurado.

Normas supletorias

Art. 51. Todo lo no previsto en la presente
Ley, se resolverá conforme a las disposiciones
contenidas en el Código Penal, Código Procesal
Penal, así como en leyes especiales, siempre
que no contraríen el espíritu de esta Ley.

Derogatorias

Art. 52. Deróganse los artículos 343 y
344 del Código Penal.
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Vigencia

Art. 53. El presente Decreto entrará en
vigencia treinta días después de su publicación
en el Diario Oficial.

DADO EN EL SALÓN AZUL DEL PALACIO
LEGISLATIVO: San Salvador, a los veintiún
días del mes de septiembre del año dos mi
seis.

PROYECTO DE LEY CONTRA
EL CRIMEN ORGANIZADO
Y DELITOS DE REALIZACIÓN
COMPLEJA

Capítulo I
Disposiciones generales

Art. 1. La presente ley tiene como objeto
regular y establecer la competencia de los
tribunales especializados y los procedimientos
para el juzgamiento de los delitos cometidos
bajo la modalidad de crimen organizado o
de realización compleja.

Se considera crimen organizado aquella
forma de delincuencia que se caracteriza por
provenir de un grupo estructurado de tres o
más personas, que exista durante cierto
tiempo y que actúe concertadamente con el
propósito de cometer uno o más delitos.

Para los efectos de la presente Ley, cons-
tituyen delitos de realización compleja los
enumerados a continuación, cuando se cum-
pla alguna de las circunstancias siguientes:
Que haya sido realizado por dos o más per-
sonas, que la acción recaiga sobre dos o más
víctimas, o que su perpetración provoque alar-
ma o conmoción social. Dichos delitos son:
(a) homicidio simple o agravado, (b) secuestro
y (c) extorsión.

Art. 2. A los actos preparatorios, la pro-
posición y la conspiración para cometer
cualquiera de los delitos contemplados en la
presente Ley, si no tuvieren sanción señalada
especialmente, se les impondrá una pena que

oscilará entre la tercera parte del mínimo y
la tercera parte del máximo de la prevista
para el delito respectivo.

Art. 3. Los tribunales especializados a que
se refiere la presente Ley tendrán su sede en
las ciudades de San Salvador, Santa Ana y
San Miguel. Su competencia se extenderá a
los delitos cometidos en los departamentos de
su circunscripción territorial, así: los tribunales
especializados de San Salvador serán compe-
tentes respecto de los delitos cometidos en
los departamentos de San Salvador, La Liber-
tad, San Vicente, Cuscatlán, La Paz, Cabañas
y Chalatenango. Los tribunales especializados
de Santa Ana serán competentes respecto
de los delitos cometidos en los departamentos
de Santa Ana, Sonsonate y Ahuachapán. Los
tribunales especializados de San Miguel serán
competentes respecto de los delitos cometidos
en los departamentos de San Miguel, Usu-
lután, La Unión y Morazán. Dichos tribunales
se organizarán de la siguiente manera: Juzga-
do Especializado de Instrucción, Tribunal
Especializado de Sentencia y Cámara Especia-
lizada de lo Penal. Los Juzgados Especializa-
dos de Instrucción serán unipersonales; los
Tribunales Especializados de Sentencia se
integrarán por tres jueces de sentencia, uno
de ellos conocerá y resolverá del caso so-
metido a la Vista Pública; y las Cámaras Es-
pecializadas de lo Penal estarán compuestas
de dos magistrados.

Art. 4. Corresponderá a la Fiscalía General
de la República, conforme a las diligencias
de investigación, la determinación de la proce-
dencia inicial del conocimiento de los delitos
por tribunales comunes o especializados. Sin
embargo, cuando los elementos recogidos du-
rante la fase de instrucción determinen que
el proceso debió iniciarse en un juzgado es-
pecializado, se le remitirá de inmediato a este.
Asimismo, si el delito debió ser del conoci-
miento de los tribunales comunes, el juez es-
pecializado remitirá a estos las actuaciones,
adoptando previamente las decisiones urgen-
tes sobre la investigación y la libertad del impu-
tado.
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Capítulo II
Reglas de prueba

Art. 5. En la investigación de los delitos
previstos en esta ley, la Fiscalía General de
la República ejercerá todas las facultades
investigativas, conforme a lo dispuesto en la
Constitución y las leyes, así como determinará
la responsabilidad de los autores o partícipes
y evitará ulteriores consecuencias. El fiscal
del caso autorizará por escrito el empleo de
métodos especiales de investigación, tales
como operaciones encubiertas o entregas
vigiladas.

Art. 6. Los miembros de la policía, en el
desarrollo de sus funciones, podrán auxiliarse
de medios científicos y tecnológicos para do-
cumentar sus actuaciones, recolectar eviden-
cias o elementos probatorios. Para ello, puede
utilizarse cualquier instrumento o artificio
técnico de transmisión o grabación del sonido,
la imagen o de cualquier otra señal de comu-
nicación u otro medio científico, de confor-
midad con el Art. 162 del Código Procesal
Penal.

La información y las evidencias recogidas
según el inciso anterior, serán valoradas como
elementos probatorios, mediante las reglas
de la sana crítica.

El acta y el informe policial a que se
refiere el Código Procesal Penal serán in-
corporados mediante lectura en la Vista
Pública.

Art. 7. Cuando la Fiscalía, por conside-
raciones de urgencia debidamente razonadas
o por solicitud escrita del organismo encar-
gado del Programa de Protección de Víctimas
y Testigos, tuviere la necesidad de documentar
las evidencias y hallazgos, procederá confor-
me a lo dispuesto en el Art. 270 del Código
Procesal Penal. Si el imputado no tuviere de-
fensor nombrado, se aplicará lo regulado en
el inciso cuarto de la disposición antes cita-
da. El Juez Especializado de Instrucción será
el competente para ordenar la práctica de
estas diligencias.

En aquellos casos que fuere necesario
realizar diligencias urgentes porque hubiere

riesgo que se pierdan evidencias del delito,
el fiscal procederá a su obtención y para ello
adoptará las medidas necesarias, sin injeren-
cias excesivas en los derechos de las personas
y documentará las razones que las motivan.
En este caso, las someterá a ratificación del
juez, dentro de las cuarenta y ocho horas
siguientes.

En casos de urgente necesidad, el Fiscal
General de la República podrá ordenar la
inmovilización de cuentas bancarias, tarjetas
de crédito, operaciones comerciales y  finan-
cieras, títulos y documentos mercantiles, se-
cuestrar vehículos, muebles y demás objetos
o instrumentos que presumiblemente hayan
servido o sirvan para la consumación, oculta-
ción o facilitación de los delitos investigados
a que se refiere esta ley; pero dicha inmo-
vilización no podrá exceder de diez días,
dentro de los cuales deberá darse cuenta al
Juez Especializado de Instrucción competente,
quien fundamentará razonablemente sobre la
procedencia o improcedencia de dicha medida
conforme a la Ley.

Art. 8. El Juez Especializado de Instrucción
que autorice el anticipo de prueba y la prác-
tica de las diligencias que fueren de impos-
tergable realización, concurrirá a estas. Cuan-
do tenga impedimento para asistir perso-
nalmente, dicho funcionario podrá comisionar
al Juez de Paz del lugar donde ella se desa-
rrollará.

Art. 9. Si no fuere posible la localización
del Juez Especializado de Instrucción com-
petente, la Fiscalía podrá recurrir directamente
al Juez de Paz de la localidad donde se prac-
ticará la diligencia y someterá su resultado a
ratificación del Juez Especializado de Ins-
trucción, dentro de las setenta y dos horas
siguientes a la práctica de la misma.

Art. 10. Será admisible la prueba testi-
monial de referencia en los casos siguientes:

a) Muerte, enfermedad grave u otra cir-
cunstancia que haga imposible o difícil que
comparezca el testigo a rendir su declaración
personalmente en la vista pública;

b) Operaciones policiales encubiertas;
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c) Retractación de la víctima o del testigo,
para controlar la credibilidad de estos; y,

d) Manifestaciones expresadas de manera
consciente y espontánea, en circunstancias
que implicaban un perjuicio a los intereses
de quien las efectuó o de un tercero, en su
caso.

Art. 11. Los peritos serán de dos clases:
Permanentes o accidentales.

Son peritos permanentes:

a) Los peritos oficiales nombrados por la
Corte Suprema de Justicia en el Instituto de
Medicinal Legal o en cualquier otra depen-
dencia de la misma;

b) Los directores o jefes de los centros
asistenciales del Estado;

c) Los especialistas de las facultades y es-
cuelas de la Universidad de El Salvador y de
las dependencias del Estado o instituciones
oficiales autónomas;

d) Los técnicos y especialistas de la Policía
Nacional Civil; y,

e) Los miembros de la Asociación de
Medicina Legal y Ciencias Forenses que de-
sempeñen algún cargo o empleo público.

En el caso de los peritos permanentes no
será necesaria su juramentación para la
práctica de las diligencias; su salario habitual
serán sus honorarios y la institución para la
cual trabajan está obligada a proporcionar el
tiempo para su pericia. La Fiscalía General
de la República indicará detalladamente los
términos de la diligencia, con señalamiento
de los plazos y demás instrucciones.

Son peritos accidentales, los que nombre
la autoridad judicial para una función deter-
minada.

El dictamen deberá reunir todos los demás
requisitos legales.

Art. 12. Si dentro de los peritos perma-
nentes no se encontrare quien pudiere prac-
ticar la diligencia requerida, el tribunal podrá
realizar el nombramiento de peritos acciden-
tales.

Art. 13. Si las partes solicitaren que la
prueba pericial sea practicada por peritos
accidentales y a criterio del Juez fuere proce-
dente, dentro de los tres días siguientes a la
notificación de la resolución respectiva, cada
una de ellas presentará una terna de espe-
cialistas o técnicos con sus debidos atestados,
acompañados de una declaración jurada sobre
sus facultades técnicas y el compromiso de
cumplir fiel y legalmente la designación. Al
realizar el nombramiento, el Juez señalará el
plazo de la diligencia y todas las instrucciones
pertinentes. Los honorarios correrán a cargo
de la parte que propuso la prueba.

Art. 14. Cuando en el transcurso de una
investigación, el fiscal considere que es ne-
cesario reconocer a una persona que no esté
presente ni pueda ser encontrada, le exhibirá
su fotografía a quien efectúe el reconocimien-
to, junto con otras de distintas personas, ex-
traídas de cualquier registro público o de los
archivos policiales.

Los reconocimientos realizados de confor-
midad con el inciso anterior serán valorados
para determinar si una persona es, con
probabilidad, autor o partícipe de un delito.

Capítulo III
Disposiciones procesales

Art. 15. La acción penal para perseguir
los delitos que trata la presente ley será pú-
blica, aún cuando no conste la autorización
de la víctima o su representante legal, según
el caso.

En los delitos a que se refiere esta ley, no
tendrán vigencia las prohibiciones de denun-
ciar contenidas en el Art. 231 del Código
Procesal Penal.

Art. 16. El fiscal acusará directamente ante
el Juez Especializado de Instrucción com-
petente después de realizar las diligencias de
investigación necesarias en el menor tiempo
posible, si no hubiere imputado detenido y
en el plazo previsto en esta Ley, si lo hubie-
re. Dicho escrito contendrá los requisitos esta-
blecidos en el Art. 314 del Código Procesal
Penal.



Volumen  61  Número 696   ecaEstudios Centroamericanos

1082 Observatorio ciudadano del Estado de derecho

Art. 17. Si los imputados se encuentran
detenidos, serán puestos a disposición del
Juez lo antes posible, dentro del plazo máxi-
mo de setenta y dos horas. En este caso, la
Fiscalía General de la República solicitará, si
fuere procedente, la imposición de medidas
cautelares ante el Juez Especializado de Ins-
trucción competente, para que celebre una
audiencia especial dentro del término de
setenta y dos horas y resuelva sobre dichas
medidas.

Decidido lo referente a la medida cautelar,
la Fiscalía General de la República presentará
la acusación o el dictamen correspondiente
al Juez Especializado de Instrucción, dentro
de un plazo que no excederá de seis meses,
el cual se podrá prorrogar mediante el proce-
dimiento señalado en el Código Procesal
Penal.

Art. 18. Recibida la acusación directa o
el dictamen, el Juez Especializado de Ins-
trucción señalará día y hora para la celebra-
ción de la audiencia preliminar, dentro de un
plazo no menor a veinte días hábiles ni mayor
de sesenta días hábiles. Dentro de dicho
término, pondrá a disposición de las partes

las actuaciones y las evidencias, con el objeto
que puedan consultarlas y resolverá las peti-
ciones de apoyo judicial necesario para la
preparación de la defensa.

Cinco días antes del día señalado para la
audiencia preliminar, la defensa presentará
el escrito a que se refiere el Art. 316 del
Código Procesal Penal. Durante este plazo,
la víctima podrá constituirse como querellante.

En lo demás, se continuará según lo pre-
visto en el Código Procesal Penal para el
procedimiento común.

Capítulo IV
Disposiciones finales

Art. 19. Deberán aplicarse supletoriamen-
te las disposiciones del Código Procesal Penal
y de otras leyes penales especiales, en lo
que no se oponga a la presente Ley.

Art. 20. Deróganse el Art. 22-A del
Código Penal y el inciso final del Art. 59 del
Código Procesal Penal.

Art. 21. El presente Decreto entrará en
vigencia ocho días después de su publicación
en el Diario Oficial.
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